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Respecto de esta concreta cuestión mostramos nuestra interpretación discrepante en función de la regulación 
contenida en los artículos 35 a), 37 y 78 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y, en consecuencia, decidimos iniciar 
un nuevo expediente de queja sometiendo dicha cuestión a la consideración de la Dirección General de 
Personas Mayores, Infancia y Familias, por tratarse del órgano administrativo competente para coordinar 
las actuaciones de las distintas Delegaciones Territoriales de Andalucía en esta materia.

De igual modo sugerimos a la Administración que, de cara a la próxima renovación de los contratos para la 
gestión del servicio público de información, formación, valoración de idoneidad y seguimientos postadoptivos, 
se modifiquen los Pliegos contractuales para que en su clausulado quede recogido el derecho de las 
personas afectadas a acceder sin ninguna cortapisa y en un período de tiempo razonable al archivo 
en que conste la grabación de las entrevistas realizadas durante el proceso para la valoración de su 
idoneidad para la adopción (queja 14/2998).

Con referencia a la intervención de entidades colaboradoras en la adopción internacional (ECAI) destacamos 
nuestras actuaciones a instancias de una familia disconforme con la ECAI que venía gestionando su 
expediente de adopción internacional. Argumentaban que les había facturado muchos gastos sin aportar 
justificación de los desembolsos realizados e incrementando artificialmente y de forma desproporcionada 
otros apartados de las facturas, sin tener tampoco justificación para ello.

Para garantizar que la actuación de la ECAI no responda a un ánimo de lucro el Decreto que regula dichas 
entidades exige que los Estatutos de la Entidad Colaboradora recojan los principios y bases según los 
cuales pueden repercutir a las personas solicitantes de adopción los gastos derivados de la tramitación 
efectuada por la entidad. A este respecto, la entidad habrá de presentar un proyecto económico en el que 
se justifiquen los costes de su actuación, incluidos los honorarios profesionales, con objeto de garantizar 
que no se podrán obtener beneficios indebidos. A tal fin, incluirán la determinación del importe aproximado 
de los gastos que, salvo imprevistos, ocasionarán los trámites de adopción a las personas solicitantes.

Tras analizar las cuestiones planteadas por los interesados trasladamos a la Administración nuestra 
apreciación de que la persona que presenta una reclamación ante lo que considera funcionamiento 
erróneo o irregular de la ECAI tiene la legítima expectativa de que su reclamación sea objeto de estudio y 
valoración, y que de lugar a la correspondiente actuación para subsanar las deficiencias detectadas. Para 
dicha finalidad se hace necesaria una actuación de carácter más intensa que la mera mediación realizada 
con los reclamantes, que es una técnica útil para limar asperezas entre las partes y alcanzar soluciones de 
consenso, pero no tanto para solventar posibles irregularidades, máxime si la parte afectada no obtiene 
satisfacción a sus pretensiones y la entidad sometida a supervisión niega haber cometido irregularidad, no 
reconoce ninguna responsabilidad y no hace nada por remediar las deficiencias que se hubieran acreditado 
(queja 14/1424).

1.9.2.5 Responsabilidad penal de menores
A finales de 2014 presentamos al Parlamento de Andalucía un Informe sobre la atención que reciben 
los chicos y chicas en centros de internamiento de Andalucía. Un trabajo que analiza la labor que 
desarrollan estos recursos para la reeducación y reinserción social de los menores y jóvenes internos, y en 
el que hemos pretendido, además, incrementar la visibilidad de los centros de internamiento cara a una 
sociedad que después ha de reintegrar a quienes en edades tempranas se han visto privadas de libertad 
por actos delictivos graves.

Nuestra investigación nos permitió hacer una valoración ciertamente positiva de la atención que reciben los 
menores en estos recursos. Sin embargo hemos propuesto una serie de mejoras referidas a la distribución 
de plazas de los centros de internamiento en las distintas provincias. Hemos solicitado la eliminación de las 
concertinas de estos recursos, y la mejora de la defensa jurídica del menor infractor. También demandamos 
un reconocimiento oficial a la formación del menor en el centro y un nuevo régimen jurídico de la prestación 
por desinternamiento.

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/sugerimos-que-las-familias-que-estan-siendo-valoradas-como-aptas-para-adoptar-a-menores-puedan-tener
http://www.defensordelmenordeandalucia.es/pedimos-una-revision-del-proceso-de-adopcion-en-rusia
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A lo largo de 2015 hemos celebrado 
dos jornadas con el propósito de 
reflexionar conjuntamente con 
todos los agentes que intervienen 
en este complejo escenario sobre 
aspectos claves y retos de futuro 
para el menor infractor, teniendo 
en cuenta los sustanciales cambios 
producidos en los últimos años 
en el perfil de los menores que 
cometen actos delictivos. También 
ha sido nuestra voluntad poner de 
relieve las buenas prácticas que 
se realizan para la reeducación y 
reinserción del infractor.

En cuanto al cumplimiento de las 
recomendaciones formuladas en 
el Informe, hemos de recordar que 

en el momento de elaborar el señalado trabajo nos encontrábamos con un marco jurídico regulador de 
aspectos de los recursos de internamiento en Andalucía no adaptado en su totalidad a las características 
de los servicios que se prestan en aquellos. Es por ello que demandamos una normativa reglamentaria 
que desarrolle y regule la organización, el funcionamiento y las características de los centros de 
internamiento de menores infractores. Esta petición se ha visto cumplida con la publicación de Decreto 
98/2015, de 3 de marzo, por el que se regula la organización, funcionamiento y características de los 
Centros de Internamiento de Menores Infractores de Andalucía y se crea la Comisión Andaluza de Centros 
de Internamiento de Menores Infractores.

Por otro lado, y conforme a nuestras peticiones, se está procediendo a la eliminación de los centros de 
internamiento de las denominadas concertinas.

Y para concluir, como seguidamente detallaremos, se ha dado cumplimiento a una demanda que llevamos 
reiterando en los últimos años: la existencia de un centro de internamiento para menores infractores en 
Huelva, ya que era ésta la única provincia de Andalucía que no contaba con este tipo de recurso, limitando 
con ello el ejercicio del derecho de los menores de esta zona a cumplir la medida de internamiento en un 
lugar próximo al domicilio familiar.

En todo caso, una vez transcurrido un año de la elaboración del señalado trabajo, teniendo en cuenta la 
trascendencia de las medidas que se solicitan en el mismo, muchas de las cuales precisan de un largo 
tiempo para su implementación, será en el próximo Informe cuando podemos dar mayor detalle acerca 
del cumplimiento de nuestras recomendaciones.

En cuanto a las quejas relativas al cumplimiento de las medidas impuestas por los Juzgados de Menores 
hemos de destacar, en primer lugar, la controversia suscitada en torno al centro Tierras de Oria. Recibimos 
una denuncia sobre determinados hechos, publicitados ampliamente en distintos medios de comunicación, 
relativos a posible maltrato a menores internos en dicho centro. El denunciante se quejaba de que hubiera 
trascendido a la prensa el contenido de determinadas actuaciones judiciales y que por parte de la dirección 
del centro se hubiera descalificado el contenido de su denuncia.

Sobre este asunto, habríamos de esperar a las diligencias de investigación consecuentes a la denuncia, las 
cuales se realizarían conforme a lo establecido en los artículos 269 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal. Dichas actuaciones habrán de realizarse de forma inexcusable salvo que los hechos no revistieran 
carácter de delito o que la denuncia fuere manifiestamente falsa. Con posterioridad se habrá de pronunciar 
el Juzgado sobre el posible inicio de un procedimiento penal y su ulterior resultado. 

No obstante, con independencia de la investigación de los hechos en sede judicial nos constaba que la 
Consejería de Justicia también venía realizando una investigación interna para descartar posibles irregularidades 
y garantizar con ello el cumplimiento de los estándares de calidad en la prestación del servicio. De igual modo, 
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por parte de esta Institución, 
tras tener conocimiento 
de los hechos por noticias 
publicadas en distintos 
medios de comunicación, 
decidimos iniciar, de oficio, 
un expediente de queja para 
disponer de información 
detallada al respecto y 
valorar las actuaciones que 
estuviera realizando la Junta 
de Andalucía. De este modo 
la Viceconsejería de Justicia 
e Interior nos remitió copia 
del Decreto de la Fiscalía 
Provincial de Almería, 
Sección de Menores, por el 
que se procedía al archivo de 
las diligencias informativas 
2/2015, abiertas tras la 
publicación en diversos 
medios de comunicación 
social de imágenes sobre supuestos malos tratos en el tratamiento a menores que cumplen medida de 
internamiento en el centro “Tierras de Oria” de Almería. 

En el decreto de la Fiscalía se señalaba que, tras la práctica de las actuaciones oportunas, se constataba 
la no existencia de infracción alguna por parte del director del centro ni de sus trabajadores en la 
aplicación de las medidas de contención, y en concreto de sujeción mecánica a los menores internados 
(queja 15/1221).

Por otro lado hubimos de responder a la reclamación que nos efectuó un colectivo de trabajadores de dicho 
centro “Tierras de Oria” lamentándose de las negativas consecuencias que para la convivencia ordinaria 
en el centro y para el desempeño de su trabajo profesional había traído consigo la denuncia efectuada 
por un particular sobre trato vejatorio a menores internos, la cual estuvo acompañada de imágenes de 
vídeo que supuestamente habrían sido captadas en el centro, y que habían sido ampliamente difundidas 
en diferentes medios de comunicación de toda España. 

Descalifican en su escrito al autor de dicha denuncia por considerar que la misma había sido realizada de 
mala fe, tergiversando los hechos con la intención de perjudicarles, y por ello solicitaban la intervención de 
esta Institución para que se esclareciera lo sucedido y se reparasen los daños causados a la buena imagen 
del centro y su labor profesional.

A este respecto respondimos al citado colectivo profesional que habríamos de estar al resultado de la 
investigación que se estaba produciendo tanto por parte de la Administración como en sede judicial, ello 
sin dejar de recordarles lo expuesto en el informe especial que esta institución presentó ante el Parlamento 
de Andalucía el pasado año 2014, realizado tras visitar in situ los diferentes centros de internamiento 
existentes en nuestra Comunidad Autónoma, en el cual destacamos nuestra valoración general positiva de 
la atención que se presta en estos recursos a todos aquellos menores y jóvenes que, habiendo cometido 
una actividad delictiva, se encuentran cumpliendo una medida privativa de libertad, valoración que se hacía 
extensible al centro para menores infractores “Tierras de Oria” (queja 15/1131).

Otra cuestión destacada durante el ejercicio 2015 fue la relativa a la deseada ubicación de un centro para 
el internamiento de menores infractores en la provincia de Huelva, al ser ésta la única de Andalucía que 
carecía de este equipamiento. Esta buena noticia vino acompañada de una agria polémica protagonizada 
por un colectivo de vecinos que habitaban viviendas cercanas al lugar seleccionado por la entidad 
adjudicataria del contrato.
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Y esta Institución tampoco fue ajena a dicha polémica, recibiendo diferentes reclamaciones de colectivos 
de personas disconformes con la ubicación escogida en la localidad de Aljaraque. En tales quejas se 
argumentaba que en las inmediaciones del centro se localizaban otros equipamientos sociales tales 
como una guardería infantil, un centro escolar de infantil, secundaria y bachillerato, una residencia para 
personas mayores, además de la zona residencial.

Si rememoramos lo ocurrido en nuestra Comunidad Autónoma con instalaciones semejantes en otras 
provincias nos encontramos con actitudes de rechazo similares, cual si las actividades propias de un 
centro de internamiento para menores infractores lo convirtieran en un equipamiento especialmente 
peligroso o que implicara la necesidad de mantenerlo completamente alejado de cualquier núcleo 
urbano. La experiencia acumulada en la instalación y gestión de recursos similares ha demostrado que 
el funcionamiento de este tipo de centros lejos de producir inconvenientes ha contribuido incluso a 
mejorar las zonas en que se ubican, revitalizando la actividad económica del lugar.

Sea como fuere, no resultó incluso necesario emitir ningún pronunciamiento al respecto, toda vez que 
la entidad seleccionada no pudo hacer frente a la adquisición del inmueble señalado en el proyecto 
con el que resultó adjudicataria, por lo cual el contrato finalmente fue suscrito con otra entidad, la cual 
aportó un proyecto diferente cuya ubicación estaba prevista en un inmueble ubicado en la localidad 
de Gibraleón, sin que hasta el momento tengamos constancia de rechazo social a esta ubicación, cuya 
inauguración esta prevista realizar durante el año 2016 (queja 15/5369 y queja 15/5368). 

Otra actuación que queremos destacar es la realizada de oficio para interesarnos por las circunstancias 
del suicidio de un interno en el centro “Marchenilla”, de Algeciras (Cádiz). El joven, de 20 años 
de edad, se había quitado la vida en su propia habitación ahorcándose con una sábana, y aunque 
recibió atención médica de emergencia el desenlace del incidente tuvo las funestas consecuencias 
reseñadas. Los hechos ocurrieron durante la madrugada del viernes 19 de septiembre, movilizándose 
inmediatamente el dispositivo de seguridad y alertando al Juzgado para personarse en el centro para 
el levantamiento del cadáver.

En un comunicado emitido para conocimiento de los medios de comunicación, el comité de empresa del 
centro, tras lamentar la pérdida tan trágica del interno, hizo hincapié en la profesionalidad y dedicación 
del personal que presta sus servicios en el centro y como se habían cumplido los protocolos establecidos. 

Tras incoar el expediente, y con independencia de la actuación judicial que en esos momentos se estaba 
desarrollando para dilucidar las circunstancias concretas del fallecimiento del interno, interesaremos de 
la Dirección General de Justicia Juvenil la emisión de un informe alusivo a las actuaciones administrativas 
desarrolladas tras conocer la autolisis protagonizada por el joven interno, así como las anteriormente 
realizadas en su programa educativo personalizado que pudieran haber requerido su inclusión en el 
programa especial de prevención de suicidios.

Se trataba de un lamentable suceso, no querido por nadie, y todos los indicios apuntaban al cumplimiento 
por parte del centro de las directrices marcadas en el encargo institucional. Pero, aún siendo esto así, y 
sin poner en duda la diligencia y empeño en dicha labor, nuestra obligada perspectiva de Defensor del 
Menor nos obligaba a ir más allá e intentar promover acciones que profundizasen en la identificación de 
aquellas prácticas administrativas, criterios organizativos, configuración arquitectónica u cualquier otro 
aspecto de mayor debilidad del recurso y que a la postre no contribuyeron a evitar el suicidio.

Por todo ello, culminamos nuestra intervención recalcando a la Administración nuestra esperanza de que 
la propia investigación iniciada por la Administración -la cual se nos anunciaba en el informe que nos fue 
remitido- arrojara conclusiones provechosas que permitieran perfeccionar los protocolos de funcionamiento 
con la intención de prevenir de forma efectiva sucesos tan funestos como el acaecido (queja 14/4456).
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